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Presentación 



La parca regulación del proceso monitorio, incorporado a nuestro Ordenamiento por la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, pero de honda raigambre en otros países, contrasta -quizás por ello- con la amplia problemática que suscita en la práctica este cauce procesal, elegido por el legislador para dispensar protección rápida y eficaz al crédito dinerario líquido de muchos justiciables, en especial, de profesionales y empresarios medianos y pequeños, por más que su cuantía se haya elevado considerablemente, pasando de cinco millones el máximo a doscientos cincuenta mil euros en la reforma introducida en el texto procesal por la Ley 13/2009, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial.

La sencillez del procedimiento, y su demostrada utilidad (más del cincuenta por ciento de los procesos monitorios evita el consiguiente declarativo al finalizar el procedimiento, bien mediante el pago voluntario por el deudor, bien por ejecución del título base de la petición inicial), ha provocado una utilización masiva del mismo que, junto a la indicada problemática, nos ha llevado a atender esta nueva sugerencia de «La Ley», materializada en una obra de carácter eminentemente práctico, como su título indica, con el deseo y confianza de que sirva de ayuda a los profesionales del Derecho (abogados, jueces y secretarios judiciales, en particular) en el ejercicio de sus cometidos.

La obra se estructura en dos partes: en la primera se analizan, entre otras cuestiones, los caracteres y principios del proceso monitorio; su objeto, es decir, las deudas cuyo pago puede reclamarse a través del mismo, los requisitos que han de reunir y su documentación justificativa; la petición inicial, su admisión y el requerimiento de pago; el despacho de la ejecución; la oposición del deudor; la conexión entre el monitorio y los procesos declarativos, etc., dedicándose específica atención al procedimiento de reclamación del pago de gastos comunes o generales en el régimen de propiedad horizontal. La segunda parte incorpora numerosas resoluciones jurisdiccionales, cuidadosamente seleccionadas, en las que se recogen los criterios de los Tribunales en relación con los numerosos problemas que el monitorio plantea y sus soluciones, no siempre homogéneas.

Para mayor utilidad del consultante se ha añadido un epígrafe con diversos formularios, así como el imprescindible Índice analítico que facilita la rápida localización de voces y conceptos.
Pamplona, mayo de 2010.
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Caracterización jurídica y finalidad del proceso monitorio 



De gran tradición en otros ordenamientos (Francia, Alemania, Austria e Italia) y ampliamente demandado por la doctrina, la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC, en lo sucesivo), introduce el «proceso monitorio», que regula en el Libro IV («De los procesos especiales»), Título III, Capítulo primero, artículos 812 a 818, confiando, como señala su Exposición de Motivos, «en que, por los cauces de este procedimiento, eficaces en varios países, tenga protección rápida y eficaz el crédito dinerario líquido de muchos justiciables y, en especial, de profesionales y empresarios medianos y pequeños».

Según el art. 812.1 de la LEC, en la redacción dada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina judicial, «Podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda de otro el pago de deuda dineraria, vencida y exigible, de cantidad determinada que no exceda de 250.000 euros...».

La vigente Ley de Enjuiciamiento Civil da entrada al proceso monitorio para posibilitar a los acreedores la obtención rápida de un título de ejecución en los supuestos de créditos dinerarios no contestados, facilitando así, por un lado, el pago voluntario por parte del deudor requerido -propiciado por el conocimiento preciso de la deuda, al existir una petición formal y un proceso judicial abierto, y por la posibilidad de evitar el devengo e imposición de costas judiciales y de intereses- y, por otro, la satisfacción forzosa a través del despacho de ejecución en sede judicial por los trámites previstos para la ejecución dineraria (AAP Las Palmas 25-6-2009).

Por más que algunas resoluciones jurisdiccionales consideren el proceso monitorio como un simple requerimiento de pago judicial, un amparo de los órganos jurisdiccionales al acreedor, para que éste tenga una «protección rápida y eficaz» de su crédito, siempre y cuando aquél aporte documentos de los que resulte «una base de buena apariencia jurídica de la deuda» (AAP Madrid 11-7-2007), la Ley procesal lo conceptúa como un proceso especial, aunque en él no se ejercite verdaderamente una acción, pues su finalidad estricta es la consecución de un título de ejecución, si es que el deudor no se opone al requerimiento de pago, siendo a raíz de la oposición del deudor cuando, en el correspondiente juicio declarativo, se plantea verdaderamente la acción correspondiente (AAP Barcelona 20-4-2007). De ahí que se haya dicho que lo esencial de este tipo de procesos es la obtención de tal resolución, y no el pago de la deuda en sí, pues esto último no puede llegar a obtenerse sin lo primero (AAP Tarragona 16-1-2006).

Abunda en este carácter la Ley 13/2009, en cuyo Preámbulo se lee: «El proceso monitorio constituye un proceso declarativo especial que se transforma en un procedimiento distinto, en la medida en que su naturaleza jurídica cambia, cuando el deudor requerido no paga, ya sea formulando o no oposición».

En nuestro Derecho -declara el AAP de Barcelona de 12-12-2008- el proceso monitorio es un declarativo especial que tiene por objeto lograr la efectividad de un derecho de crédito relativo a una deuda dineraria, concreta, líquida y exigible, que conste en un documento de buena apariencia jurídica, mediante la conminación que se dirige al deudor de que si no paga en el plazo señalado en la Ley o no ofrece las razones por las que, a su entender, no debe satisfacerla en todo o en parte, se despachará ejecución por la cantidad reclamada, y se proseguirá de conformidad con lo dispuesto para la ejecución de sentencia.

Se puntualiza en el ámbito doctrinal que el proceso monitorio es un proceso especial porque especial es su estructura procedimental con respecto al proceso ordinario tipo. El esquema general: demanda, contestación, fase probatoria y sentencia, sufre una considerable alteración mediante el desplazamiento de la fase del contradictorio a un momento procedimental posterior de lo que en un proceso ordinario tipo constituye la fase de contestación a la demanda (Correa del Casso).

Insiste la doctrina en que el proceso monitorio tiene naturaleza declarativa y no ejecutiva, premisa ésta indispensable para salvaguardar el derecho de defensa del deudor, puesto que produce plenos efectos de cosa juzgada y no permite una revisión posterior del juicio, salvo en los supuestos verdaderamente excepcionales de rescisión de sentencias firmes (Correa del Casso). Como señala Serra Domínguez, el juicio monitorio responde a unos principios totalmente distintos a los del juicio ejecutivo, puesto que mientras el primero tiende a crear un título ejecutivo, el segundo pretende ejecutar un título ya existente. Mientras que el proceso monitorio produce plena cosa juzgada, el juicio ejecutivo sólo la produce respecto de las cuestiones realmente juzgadas o que pudieron juzgarse. Mientras que el proceso monitorio se resuelve en la inversión del contradictorio (se desplaza o invierte la iniciativa del contradictorio del actor al demandado), el juicio ejecutivo con oposición produce la inversión de la carga de la prueba.

Como con toda claridad se desprende de la dicción del art. 812 de la LEC («podrá acudir al proceso monitorio...»), el acreedor no viene obligado a utilizar el cauce procesal del monitorio, sino que puede hacer valer su pretensión en el juicio verbal o en el ordinario, en función de la cuantía de la deuda reclamada.






Principios informadores del proceso monitorio 



A.  Principios del proceso

Acostumbra la doctrina a distinguir, de modo general, y así lo haremos nosotros, entre principios del proceso y principios del procedimiento. Los primeros se refieren al objeto de las actuaciones procesales. Los segundos, a las actuaciones propiamente dichas o conjunto de actos procesales que el Juez y las partes han de realizar para la solución de la contienda (Cortés Domínguez) o, si se prefiere, a la faceta meramente formal o externa de la actividad procesal. Examinaremos, en primer término, los principios del proceso ordinario extrapolables al monitorio.

1.  Principio de contradicción o de audiencia bilateral

Los principios romanos audiatur et altera pars y nemo condenatur sine delegere han trascendido a nuestro ordenamiento procesal. Es de inexcusable justicia que al demandado se le conceda la oportunidad de oponerse a la pretensión hecha valer por el contrario ante el Juez. La propia Constitución yuxtapone al derecho de acción o de tutela el derecho de defensa (art. 24.1) y la LEC acoge ese derecho también, y no obstante sus especiales características, respecto al proceso monitorio, aunque de modo atenuado, pues no existe en dicho proceso una fase de contradicción inicial. Así, el art. 815.1, admitida la petición inicial, ordena al Secretario judicial que requiera de pago al deudor o para que comparezca ante el Tribunal a fin de que pueda alegar, en escrito de oposición, las razones de su negativa al pago, en todo o en parte, de la cantidad reclamada.

La jurisprudencia ofrece numerosos ejemplos de conductas consideradas contrarias al mencionado principio, entre otras, el recurso a emplazamientos y citaciones edictales con preterición de los medios adecuados para lograr la comunicación directa y ánimo de impedir la oposición y defensa (STS 5-4-1991), pues siendo esencial en los procesos contradictorios la intervención de todas las partes litigantes, deben apurarse al límite las normas establecidas en la Ley rituaria civil para realizar la citación de las mismas, a fin de que puedan concurrir a los actos procesales en que sea necesaria o conveniente su asistencia (STS 4-10-1994).

La STC 176/2009, de 16 de julio, sin ir más lejos, entiende lesionado el derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión en un supuesto en que el Juzgado autorizó el emplazamiento edictal en un proceso monitorio sin desplegar una actividad indagatoria suficiente en los Registros y organismos públicos, a fin de intentar determinar un domicilio en el que pudiera ser emplazado personalmente el deudor.

Además, como en su momento veremos con más detalle, la jurisprudencia menor (AAP Las Palmas 3-6-2009), y ahora el texto procesal civil (art. 815.1) ha afirmado en numerosas resoluciones la imposibilidad de acudir a la vía edictal en el juicio monitorio, salvo en el juicio instado por las comunidades de propietarios de inmuebles urbanos, en orden a la reclamación de cantidades debidas en concepto de gastos comunes.

2.  Principio dispositivo


«La nueva Ley de Enjuiciamiento Civil sigue inspirándose en el principio de justicia rogada o principio dispositivo, del que se extraen todas sus razonables consecuencias, con la vista puesta, no sólo en que, como regla, los procesos civiles persiguen la tutela de derechos e intereses legítimos de determinados sujetos jurídicos, a los que corresponde la iniciativa procesal y la configuración del objeto del proceso, sino en que las cargas procesales atribuidas a estos sujetos y su lógica diligencia para obtener la tutela judicial que piden, pueden y deben configurar razonablemente el trabajo del órgano jurisdiccional, en beneficio de todos.

De ordinario, el proceso civil responde a la iniciativa de quien considera necesaria una tutela judicial en función de sus derechos e intereses legítimos. Según el principio procesal citado, no se entiende razonable que al órgano jurisdiccional le incumba investigar y comprobar la veracidad de los hechos alegados como configuradores de un caso que pretendidamente requiere una respuesta de tutela conforme a Derecho. Tampoco se grava al tribunal con el deber y la responsabilidad de decidir qué tutela, de entre todas las posibles, puede ser la que corresponde al caso. Es a quien cree necesitar tutela a quien se atribuyen las cargas de pedirla, determinarla con suficiente precisión, alegar y probar los hechos y aducir los fundamentos jurídicos correspondientes a las pretensiones de aquella tutela. Justamente para afrontar esas cargas sin indefensión y con las debidas garantías, se impone a las partes, excepto en casos de singular simplicidad, estar asistidas de abogado.

Esta inspiración fundamental del proceso -excepto en los casos en que predomina un interés público que exige satisfacción- no constituye, en absoluto, un obstáculo para que, como se hace en esta Ley, el tribunal aplique el Derecho que conoce dentro de los límites marcados por la faceta jurídica de la causa de pedir. Y menos aún constituye el repetido principio ningún inconveniente para que la Ley refuerce notablemente las facultades coercitivas de los tribunales respecto del cumplimiento de sus resoluciones o para sancionar comportamientos procesales manifiestamente contrarios al logro de una tutela efectiva. Se trata, por el contrario, de disposiciones armónicas con el papel que se confía a las partes, a las que resulta exigible asumir con seriedad las cargas y responsabilidades inherentes al proceso, sin perjudicar a los demás sujetos de éste y al funcionamiento de la Administración de Justicia» (Exposición de Motivos, VI, LEC).



Este principio es el trasunto procesal del principio de autonomía de la voluntad, recogido en el art. 1255 del Código Civil, pues si las partes poseen autonomía negocial sobre su propia esfera jurídica, sin otras excepciones que las que la ley impone, es lógico que se reconozca la misma en el ámbito del proceso. La puesta en marcha de la actividad jurisdiccional -puntualiza la S de 2-12-1987- no se produce de oficio, sino que aparece entregada al titular del derecho sustantivo, que puede ejercitarlo o no, siendo incluso libre para renunciarlo o desistir de la acción entablada, delimitando su libérrima voluntad el estricto contenido del proceso.

Manifestación de este principio en relación con el proceso monitorio se encuentra en el art. 814. 1 de la LEC: «El procedimiento monitorio comenzará por petición del acreedor...».

B.  Principios del procedimiento

1.  Principio de escritura

A diferencia del juicio verbal y del ordinario, en los que rige el principio de oralidad, aunque no en su total pureza, en el proceso monitorio rige el principio de escritura. La petición inicial del procedimiento monitorio, como se deduce de los términos del art. 814 de la LEC, ha de realizarse por escrito, pudiendo extenderse incluso en impreso o formulario que facilite la expresión de los extremos que aquélla debe contener. A tenor del art. 815.1 del texto procesal, las razones de la negativa al pago total o parcial de la cantidad reclamada deben ser alegadas, sucintamente, en «escrito de oposición», firmado por abogado y procurador cuando su intervención fuere necesaria por razón de la cuantía (art. 818 LEC).






Las partes 



A.  Precisiones conceptuales

Parte es quien pretende o frente a quien se pretende o, con mayor amplitud, quien reclama o frente a quien se reclama la satisfacción de una pretensión (Guasp). Jaeguer las llama «sujetos procesales parciales», por oposición a los componentes del órgano jurisdiccional o «sujetos procesales imparciales».

Se dice, con razón, que el concepto de parte es estrictamente procesal, no reductible al concepto de parte del derecho material. La calidad de parte la da la titularidad activa o pasiva de una pretensión (Guasp). Las partes procesales pueden no coincidir con los sujetos de la relación jurídica sustantiva objeto de la pretensión, y así ocurre en aquellos supuestos en los que se pide en nombre propio el acto de tutela jurídica por quien no es titular del derecho que invoca, como sucede en el fenómeno conocido por «sustitución» procesal (caso del acreedor, a quien el art. 1111 del Código Civil faculta para ejercitar todos los derechos y acciones del deudor, salvo los que sean inherentes a su persona, para realizar cuanto se le debe, después de haber perseguido los bienes de los que aquél sea poseedor), o no es titular único (caso, por ejemplo, del copropietario que, sin ostentar su representación, acciona en beneficio de la comunidad).

Partes son las personas, físicas o jurídicas, que en nombre propio ejercitan la acción, entendida como derecho de acudir a los Tribunales y poner en marcha la actividad jurisdiccional. De ahí que el representante no sea parte en el sentido que nos ocupa, pero sí el sustituto, quien, actuando un derecho ajeno, pide en nombre propio (Orbaneja).

Todo proceso implica necesariamente la existencia de dos partes, que han de ser distintas entre sí, pues -explica el citado tratadista- nadie puede litigar consigo mismo, ni como representante del contrario o coadyuvante de su adversario, en términos que cuando en una relación procesal ambas partes vienen a confundirse, en virtud de la transmisión de derechos (supuesto del actor que hereda al demandado, o viceversa), el proceso no puede continuar.

La posición de las partes es, en fin, contradictoria, en el sentido de que a cada una se le concede la oportunidad de contestar o replicar en los términos que estime convenientes a cualquier pretensión de la otra.

En el proceso monitorio, quiénes sean partes lo indica la «petición inicial»: el acreedor y el deudor, denominación que aquéllas reciben (arts. 814 y ss.).

B.  Capacidad para ser parte y capacidad procesal

La validez del proceso exige la concurrencia en las partes de una doble calidad. Estas han de tener capacidad para ser parte o personalidad procesal y, además, capacidad procesal o capacidad para comparecer en juicio.

Proyección en el proceso de la capacidad de goce del derecho civil, la capacidad para ser parte la tiene toda persona física desde su nacimiento, e incluso el concebido, a quien se tiene por nacido para todos los efectos que le sean favorables (art. 29 Civil), mientras viva, pues la personalidad civil se extingue por la muerte de las personas (art. 32 CC).

El ordenamiento (art. 38 CC) y la jurisprudencia (SSTC 64/1988 y 99/1989) la reconocen también a las personas jurídicas en general, mientras tengan existencia legal, la cual se prolonga en ocasiones (caso de las sociedades mercantiles) tras su disolución y hasta la terminación del proceso de liquidación (STS 20-7-1989).

Siendo la capacidad para ser parte un presupuesto procesal de carácter absoluto, del que depende la válida constitución de la relación jurídico-procesal, su falta determina la nulidad de pleno derecho del acto procesal (art. 240 LOPJ), si bien hay que presumirla en todos los que comparecen en juicio (STS 10-3-1960).

En cualquier caso, es preciso tener en cuenta que la falta de personalidad no resulta del derecho con que litiga una persona, que es falta de acción, sino de la absoluta o relativa incapacidad personal para litigar o de la falta de carácter o representación (STS 30-10-1978).

Pero la validez del proceso requiere que los litigantes, además de la capacidad para ser parte, posean «capacidad procesal» o «capacidad para comparecer en juicio». Reflejo de la capacidad de obrar del Derecho civil, la capacidad procesal es la posibilidad de realizar actos procesales con eficacia jurídica, por sí mismo o por medio de representante.

La capacidad procesal hay que presumirla en todos los que comparecen en juicio mientras no se demuestre que los comparecidos estén comprendidos en alguna de las restricciones a dicha capacidad establecidas por las leyes (STS 10-3-1960). Tal presunción, para ser destruida, requiere una prueba completa y evidente demostrativa de la incapacidad, cuya apreciación corresponde a los tribunales de instancia (STS 26-1-1961).

El art. 6. 1 LEC dispone que:


«Podrán ser parte en los procesos ante los tribunales civiles:

1.º Las personas físicas.

2.º El concebido no nacido, para todos los efectos que le sean favorables.

3.º Las personas jurídicas.

4.º Las masas patrimoniales o los patrimonios separados que carezcan transitoriamente de titular o cuyo titular haya sido privado de sus facultades de disposición y administración.

5.º Las entidades sin personalidad jurídica a las que la ley reconozca capacidad para ser parte.

6.º El Ministerio Fiscal, respecto de los procesos en que, conforme a la ley, haya de intervenir como parte.

7.º Los grupos de consumidores o usuarios afectados por un hecho dañoso cuando los individuos que lo compongan estén determinados o sean fácilmente determinables. Para demandar en juicio será necesario que el grupo se constituya con la mayoría de los afectados.

8.º Las entidades habilitadas conforme a la normativa comunitaria europea para el ejercicio de la acción de cesación en defensa de los intereses colectivos y de los intereses difusos de los consumidores y usuarios».

«Sin perjuicio de la responsabilidad que, conforme a la ley, pueda corresponder a los gestores o a los partícipes, podrán ser demandadas, en todo caso, las entidades que, no habiendo cumplido los requisitos legalmente establecidos para constituirse en personas jurídicas, estén formadas por una pluralidad de elementos personales y patrimoniales puestos al servicio de un fin determinado» (art. 6.2).



Como puede verse, el legislador, acogiendo la tesis de la doctrina, ha desvinculado la personalidad de la capacidad para ser parte en el proceso, asumiendo el criterio de la jurisprudencia favorable al reconocimiento de la misma, en aras de la protección de los terceros contratantes, a una serie de entes carentes de personalidad jurídica, entre ellos, los patrimonios autónomos o separados, nombre con el que se alude a aquellas situaciones en las que existe una masa patrimonial carente de titular definido y que, sin embargo, requieren un régimen jurídico adecuado y una representación que les permita actuar con validez y eficacia (De la Plaza). Ejemplo característico es la herencia yacente.

C.  Comparecencia en juicio

1.  Personas (físicas) que pueden comparecer por sí mismas

Dispone el art. 7.1 de la LEC que «Sólo podrán comparecer en juicio los que estén en el pleno ejercicio de sus derechos civiles». En consecuencia, únicamente los mayores de dieciocho años, no incapacitados, y los menores emancipados pueden comparecer por sí mismos sin necesidad de la asistencia de otra persona.

En lo que se refiere a la capacidad procesal del concursado, ésta no sufre limitación alguna, pudiendo intervenir en el propio juicio concursal, a diferencia de lo que sucedía durante la vigencia de la legislación anterior. Su legitimación para el ejercicio de determinadas acciones puede resultar limitada, lo que no supone la pérdida de capacidad, sino que es consecuencia de la falta de poder de disposición sobre los bienes que el procedimiento puede suponer.

2.  Personas (físicas) que deben comparecer mediante representante

«Las personas físicas que no se hallen en el caso del apartado anterior habrán de comparecer mediante la representación o con la asistencia, la autorización, la habilitación o el defensor exigidos por la ley» (art. 7.2 LEC).


Por no encontrarse en el pleno ejercicio de sus derechos civiles, las personas que a continuación se mencionan han de comparecer en juicio mediante representante:


	
a) Menores no emancipados Comparecerán por ellos los padres que ejerzan la patria potestad, y si en algún asunto el padre o la madre tienen algún interés opuesto, se les nombrará un defensor que les represente en juicio y fuera de él (art. 163 CC). 



	
b) Menores sujetos a tutela El tutor necesita autorización judicial para entablar demanda en nombre del tutelado, salvo en los casos urgentes o de escasa cuantía (art. 271.6.º CC). 



	
c) Ausentes Salvo motivo grave apreciado por el juez, la representación del declarado ausente corresponde a las personas señaladas en el art. 184 del CC, por el orden que el precepto indica. 



	
d) Pródigos Por ellos interviene el curador en aquellos actos que no puedan realizar por sí solos y que serán los determinados expresamente en la sentencia que declara la prodigalidad (art. 289 CC). 



	
e) Enfermos mentales Su representación en juicio, una vez que haya sido declarada judicialmente su incapacidad, o hallarse probada de una manera incontrovertible la completa insanía mental, corresponde al tutor (STS 10-3-1970). 





3.  Comparecencia en juicio de las personas jurídicas

«Por las personas jurídicas comparecerán quienes legalmente las representen» (art. 7.4 LEC).


Con carácter general, la representación de las personas jurídicas, es decir, de las corporaciones, asociaciones y fundaciones de interés público reconocidas por la ley y de las asociaciones de interés particular, civiles, mercantiles o industriales, a las que aquélla conceda personalidad propia, independiente de la de cada uno de los asociados (art. 35 CC), corresponde a quienes, de acuerdo con las leyes que las regulan, estén autorizados como órganos sociales o representantes legítimos para actuar.

Respecto a las sociedades, no cabe confundir ni identificar lo que es la representación orgánica de una sociedad, como tal persona jurídica que, por imperio de la Ley, corresponde al administrador o administradores de la misma en la forma que estatutariamente por aquélla se hubiera previsto, con la representación voluntaria de dicha sociedad otorgada a otras personas diferentes de aquéllos por los propios órganos de administración mediante apoderamientos parciales o generales, de forma que mientras que la representación orgánica de una sociedad se rige por la normativa que corresponda a cada tipo de sociedad, según se trate, la representación voluntaria para actos externos de la misma, debe regirse por las normas generales sobre el mandato. La Audiencia Provincial de Madrid (auto de 18-9-2009), enmendando el criterio sustentado con anterioridad, entiende que si una sociedad mercantil insta una petición de proceso monitorio, y decide hacerlo sin valerse de procurador, conforme a la facultad en este punto prevista en la LEC, debe comparecer a realizar tal petición «por sí misma», es decir, a través de los órganos sociales que legalmente le representan (art.7.4), esto es, sus administradores en la forma en que sus Estatutos lo determinen, sin que sea posible actúe en su nombre un tercero por representación voluntaria, ya que su intervención en el proceso, si no es a través de sus representantes legales (administradores), sólo puede realizarla a través de procurador, exactamente igual que ocurre con las personas físicas cuando son parte en un procedimiento en el que pueden comparecer por sí mismas, cuando la Ley se lo autoriza, o bien representadas por medio de procurador, sin que sea posible su personación en un procedimiento a través de un mandatario ordinario. Y es que, como señala el AAP Tarragona de 14-5-2009, la comparecencia de la persona jurídica mediante un apoderado voluntario no sería una personación personal, como dispone el art. 23.2 de la LEC, además de que supondría una infracción de lo dispuesto por el art. 543 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme al cual corresponde exclusivamente a los procuradores la representación de las partes en todo tipo de procesos, salvo cuando la ley autorice otra cosa y como quiera que la ley no permite a la persona física que se encuentre en el pleno uso de sus derechos civiles comparecer en juicio por medio de apoderado voluntario distinto del procurador, aun cuando su actuación no sea preceptiva, tampoco puede entenderse que autorice a la persona jurídica a hacerlo en este último caso a través de una persona distinta a sus administradores, por más que dicho persona haya sido apoderada al efecto.

4.  Patrimonios autónomos

Las masas patrimoniales o los patrimonios separados que carezcan transitoriamente de titular o cuyo titular haya sido privado de sus facultades de disposición y administración comparecerán en juicio por medio de quienes, conforme a la ley, las administren (art. 7.5 LEC).

5.  Entidades sin personalidad jurídica

Las entidades sin personalidad a las que la ley reconozca capacidad para ser parte comparecerán en juicio por medio de las personas a quienes la ley, en cada caso, atribuya la representación en juicio de dichas entidades (art. 7.6 LEC).

	
a) Comunidades de propietarios (propiedad horizontal) La ley y la jurisprudencia niegan a las comunidades de propietarios en el régimen de propiedad horizontal personalidad jurídica, ante la carencia de esa unidad trascendente que las inviste de personalidad autónoma e independiente de los miembros que la integran. Sin embargo, aunque no se les atribuya específica condición de persona jurídica, no puede, sin ofender la letra y el espíritu de la ley, negárseles la posibilidad de contraer derechos y obligaciones, y de ahí que la sentencia de 24-12-1986 se refiera a los «actos de conjunto», que son la pura y exclusiva expresión de la relación de los propietarios respecto de terceros, que ha de verificarse a través de los órganos rectores, sin perjuicio de las relaciones internas entre ellos. 

El art. 12 de la Ley de 21-7-1960, de Propiedad Horizontal, impone a los propietarios el deber de elegir de entre ellos un presidente, que representará en juicio y fuera de él a la comunidad en los asuntos que le afecten. 




6.  Grupos de consumidores o usuarios

Por ello comparecen en juicio las personas que, de hecho o en virtud de pactos de la entidad, actúen en su nombre frente a terceros (art. 7.7 LEC).

D.  Tratamiento procesal de la capacidad

De entrada debe indicarse que en el proceso civil no necesita la parte acreditar la posesión de las cualidades necesarias para actuar en juicio, sino que corresponde a la otra alegar y probar la falta de capacidad.

La falta de capacidad para ser parte y la falta de capacidad procesal son insubsanables. La falta de acreditación de la representación es, por el contrario, defecto subsanable.

La falta de capacidad para ser parte y la falta de capacidad procesal pueden ser apreciadas de oficio por el tribunal en cualquier momento del proceso (art. 9 LEC).

E.  La legitimación

La legitimación es «la específica situación jurídica material en la que se encuentra un sujeto, o una pluralidad de sujetos, en relación a lo que constituye el objeto litigioso de un determinado proceso» (Garberi).

Dentro del concepto de legitimación, y como modalidades de ella, la jurisprudencia distingue entre la legitimatio ad processum, que es un presupuesto procesal habilitante de la posibilidad de intervenir en el concreto proceso promovido, y la legitimatio ad causam, constitutiva de un presupuesto de la acción y que viene determinada por la titularidad de la relación jurídico-material invocada en el proceso, presuponiendo en el demandante un verdadero y directo interés jurídico en el ejercicio de la acción correspondiente (STS 22-11-1994).

La legitimación ad causam consiste en una posición o condición objetiva en conexión con la relación material objeto del pleito que determina una aptitud para actuar en el mismo como parte; se trata de una cualidad de la persona para hallarse en la posición que fundamenta jurídicamente el reconocimiento de la pretensión que trata de ejercitar y exige «una adecuación entre la titularidad jurídica afirmada (activa o pasiva) y el objeto jurídico pretendido», siendo, en puridad, una cuestión preliminar al fondo del asunto, aunque íntimamente ligada con él, que por su propia naturaleza puede y debe ser examinada de oficio por el tribunal, ya que los derechos subjetivos no existen en abstracto, sino en cuanto pertenecientes a determinado sujeto y es precisamente dicho sujeto titular el único que puede exigir su efectividad mediante el ejercicio de la correspondiente acción procesal (STS 18-9-2009).


«Serán considerados partes legítimas quienes comparezcan y actúen en juicio como titulares de la relación jurídica u objeto litigioso.

Se exceptúan los casos en que por ley se atribuya legitimación a persona distinta del titular» (art. 10 LEC).



La falta de legitimación da lugar a una resolución meramente procesal, dejando imprejuzgado el tema de fondo (Montero Aroca).

F.  Pluralidad de partes: litisconsorcio

Tras establecer el art. 12 de la LEC que «Podrán comparecer en juicio varias personas, como demandantes o como demandados, cuando las acciones que se ejerciten provengan de un mismo título o causa de pedir», añade que «Cuando por razón de lo que sea objeto del juicio la tutela jurisdiccional solicitada sólo pueda hacerse efectiva frente a varios sujetos conjuntamente considerados, todos ellos habrán de ser demandados, como litisconsortes, salvo que la ley disponga expresamente otra cosa».

Se llama «litisconsorcio» al fenómeno procesal que se produce cuando en un mismo proceso aparecen varios actores contra un demandado (litisconsorcio activo) o un demandante contra varios demandados (litisconsorcio pasivo), lo que implica necesariamente una pluralidad de acciones.

La admisibilidad del litisconsorcio puede obedecer a dos razones distintas: la de procurar la economía de los juicios, concentrando en un solo procedimiento las actividades procesales que, en otro caso, precisarían de juicios separados, y la de evitar fallos contradictorios, de modo que la decisión de un único juez sustituya las decisiones separadas de jueces diferentes. El predominio de una u otra de estas razones da origen a las dos grandes categorías litisconsorciales: el litisconsorcio voluntario, simple o facultativo, justificado casi exclusivamente por la economía procesal, en el que, según González Velasco, no tiene lugar realmente la situación litisconsorcial, y el litisconsorcio necesario, que surge cuando la naturaleza de la pretensión determina que la ley lo imponga como inexcusable.

Aunque poco frecuente, dada la sencillez procedimental del monitorio, no hay inconveniente alguno en admitir en este proceso el fenómeno de la pluralidad de partes.

La Audiencia Provincial de Gerona, en auto 30-9-2005, ante la providencia de un Juzgado de 1.ª Instancia en la que se requirió a una entidad financiera para que en el escrito de solicitud de procedimiento monitorio contra los deudores solidarios en una póliza de préstamo, eligiese un solo deudor, declaró: «... Es criterio de este Tribunal el de que el razonamiento del Juzgado al fundamentar su postura en la dicción literal de los preceptos que regulan el proceso monitorio, al aludir en singular al "deudor", no se sostiene, puesto que son diversos los artículos de la LEC donde se hace referencia, en singular, a los términos "demandante", "demandado", "apelante", "apelado", sin que ello sea óbice a que, con tal condición y en un mismo proceso, puedan intervenir varias personas».


«Consideramos que el procedimiento monitorio no plantea, en cuanto a las situaciones de pluralidad de partes y litisconsorcio, problemas diferentes a los que pueden darse en otros procedimientos. Y en particular, en lo relativo a la admisión de pluralidad de sujetos pasivos, es clara cuando la situación litisconsorcial nace de la misma obligación; y dentro de este supuesto, si la obligación es mancomunada (indivisible), la pluralidad de deudores frente a los que se dirija la petición es necesaria (art. 1139 CC), mientras que si la obligación es solidaria (cual ocurre en el caso a examen), el litisconsorcio será voluntario, de forma que el acreedor podrá optar por dirigirse contra uno solo o contra varios deudores simultáneamente (art. 1144 CC), como ocurre en el presente caso, al nacer la deuda de póliza de préstamo en que los prestatarios son los dos llamados al proceso, obligados solidariamente frente a la entidad concedente del préstamo.

Si a lo expuesto añadimos que el art. 72 de la LEC admite la acumulación de acciones que uno tenga contra varios en los casos de identidad de título o de hechos, sin que haya motivo alguno para excluir la aplicación de este precepto al juicio monitorio, no cabe sino al acogimiento del recurso».



G.  Representación procesal y defensa técnica

«Para la presentación de la petición inicial del procedimiento monitorio no será preciso valerse de procurador y abogado» (art. 814.2 LEC). La innecesariedad -que no prohibición- de la intervención de procurador y abogado para la petición inicial de los «procedimientos monitorios» se recoge también en los artículos 23.2.1.º y 31.2.1.ª del texto procesal.

Por tanto, el acreedor puede presentar directa y personalmente su petición frente a su deudor, bien entendido que si no comparece personalmente deberá hacerlo a través de un procurador, pues cuando la Ley autoriza que la representación sea conferida a otras personas diferentes a este profesional lo dice expresamente, como ocurre con el art. 545 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que autoriza la comparecencia a través de los graduados sociales, o con la representación del Estado y demás entes públicos, que su art. 551 atribuye a sus cuerpos de letrados respectivos.

Para los supuestos de intervención no preceptiva de abogado y procurador, el art. 32 de la LEC, en la redacción dada al precepto por la Ley 13/2009, establece las prescripciones siguientes:


«1. Cuando, no resultando preceptiva la intervención de abogado y procurador, el demandante pretendiere comparecer por sí mismo y ser defendido por abogado, o ser representado por procurador, o ser asistido por ambos profesionales a la vez, lo hará constar así en la demanda.

2. Recibida la notificación de la demanda, si el demandado pretendiera valerse también de abogado y procurador, lo comunicará al tribunal dentro de los tres días siguientes, pudiendo solicitar también, en su caso, el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita. En este último caso, el tribunal podrá acordar la suspensión del proceso hasta que se produzca el reconocimiento o denegación de dicho derecho o la designación provisional de abogado y procurador.

3. La facultad de acudir al proceso con la asistencia de los profesionales a que se refiere el apartado 1 de este artículo corresponderá también al demandado, cuando el actor no vaya asistido por abogado o procurador. El demandado comunicará al tribunal su decisión en el plazo de tres días desde que se le notifique la demanda, dándose cuenta al actor de tal circunstancia.

Si el demandante quisiere entonces valerse también de abogado y procurador, lo comunicará al tribunal en los tres días siguientes a la recepción de la notificación, y si solicitare el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita se podrá acordar la suspensión en los términos prevenidos en el apartado anterior.

4. En la notificación en que se comunique a una parte la intención de la parte contraria de servirse de abogado y procurador, se le informará del derecho que les corresponde según el art. 6.3 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita, a fin de que puedan realizar la solicitud correspondiente.

5. Cuando la intervención de abogado y procurador no sea preceptiva, de la eventual condena en costas de la parte contraria a la que se hubiese servido de dichos profesionales se excluirán los derechos y honorarios devengados por los mismos, salvo que el Tribunal aprecie temeridad en la conducta del condenado en costas o que el domicilio de la parte representada y defendida esté en lugar distinto a aquel en que se ha tramitado el juicio, operando en este último caso las limitaciones a que se refiere el apartado 3 del art. 394 de la Ley. También se excluirán, en todo caso, los derechos devengados por el procurador como consecuencia de aquellas actuaciones de carácter meramente facultativo que hubieran podido ser practicadas por las Oficinas judiciales».








Competencia 



A.  Competencia objetiva

Según el art. 45 de la LEC, «Corresponde a los Juzgados de Primera Instancia el conocimiento, en primera instancia, de todos los asuntos civiles que por disposición legal expresa no se hallen atribuidos a otros tribunales». «Será exclusivamente competente para el proceso monitorio el Juzgado de Primera Instancia...» (art. 813 LEC).

Sin embargo, cuando se trata de materias objeto de la competencia de los Juzgados de lo Mercantil (art. 86 ter de la Ley Orgánica del Poder judicial), la competencia para el conocimiento del proceso monitorio corresponde a estos órganos jurisdiccionales. Claros son los términos del auto de la AP de Barcelona de 11-4-2007 en relación con una deuda derivada de un contrato de transporte: «A los efectos de deslinde de la competencia objetiva de los Juzgados Mercantiles, no puede obviarse que la petición inicial del proceso monitorio debe señalar no sólo la cuantía de la deuda, acompañándose los documentos a que se refiere el art. 812 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sino también su origen, dice el art. 814. Y esa necesaria especificación proporciona datos para realizar el control relativo a la competencia objetiva, apreciable de oficio» (art. 48 LEC). En el proceso monitorio, la pretensión de que el deudor sea requerido de pago no se asienta en el vacío, sino en la existencia de una deuda concreta, documentada de modo que permita que el deudor sea requerido de cumplimiento. Si se alega que esta deuda tiene su origen en el incumplimiento o cumplimiento defectuoso de un contrato de transporte, la pretensión se integra en la cuota competencial del Juzgado Mercantil, que en todo caso deberá conocer del subsiguiente juicio verbal u ordinario, si es el que el deudor manifiesta oposición.

La cuestión conflictiva se localizaría en el trámite inicial, de examen de la petición, pues se desconoce si el deudor manifestará oposición. Pero este enfoque, que supedita la determinación de la competencia objetiva a la eventual oposición del deudor, no puede ser el adecuado. Dice la Ley de Enjuiciamiento Civil en su Exposición de Motivos (VIII), al tratar del objeto del proceso civil, que parte de dos criterios inspiradores: «por un lado, la necesidad de seguridad jurídica y, por otro, la escasa justificación de someter a los mismos justiciables a diferentes procesos y de provocar la correspondiente actividad de los órganos jurisdiccionales, cuando la cuestión o asunto litigioso razonablemente puede zanjarse en uno solo», aludiendo seguidamente a la necesidad de evitar la «multiplicación innecesaria» de la actividad jurisdiccional y las cargas de todo tipo que cualquier proceso conlleva, a la inspiración básica en la economía procesal y, ante todo, a la seguridad jurídica.

No puede decirse que la solución que, en definitiva, propone el Sr. Magistrado (mientras no se oponga el requerido, el Juzgado de Primera Instancia será competente; si se opone, la competencia se atribuye al Juzgado Mercantil) atienda a esos criterios inspiradores, además de que no es acorde con la norma un desdoblamiento de la competencia objetiva en función de la postura del demandado o sujeto pasivo del proceso, máxime cuando la solución que prevé el art. 46 LEC no es la remisión de los autos al Juzgado competente objetivamente, sino el archivo de lo actuado.

El art. 86 ter 2.b) LOPJ atiende, para la atribución de competencias al Juzgado Mercantil, a la naturaleza sustantiva de la reclamación (por más que la denomine pretensión), prescindiendo del proceso en que se actúe. Ello traslada el análisis relevante al origen del crédito o deuda, que será el factor atractivo de la competencia del Juzgado Mercantil. Desde esa perspectiva, que estimamos adecuada para juzgar en materia de competencia objetiva, siendo el proceso monitorio una de las vías o cauces al que puede acudir quien invoque la cualidad de acreedor ante el incumplimiento de un contrato de transporte, debe concluirse que su conocimiento corresponde al Juzgado Mercantil, por ser material o sustantivo el criterio de asignación (cosa distinta sería el juicio cambiario, pues en él lo que se ejercita es la acción cambiaria, regulada por la Ley Cambiaria, siendo ésta una materia que la Ley no atribuye al Juzgado Mercantil).

B.  Competencia territorial

«Será exclusivamente competente para el proceso monitorio el Juzgado de Primera Instancia del domicilio o residencia del deudor o, si no fueren conocidos, el del lugar en que el deudor pudiera ser hallado a efectos del requerimiento de pago por el Tribunal, salvo que se trate de la reclamación de deuda a que se refiere el número 2.º del apartado 2 del art. 812, en cuyo caso será también competente el Juzgado del lugar en donde se halle la finca, a elección del solicitante» (art. 813 LEC).


En todo caso no serán de aplicación las normas sobre sumisión expresa o tácita contenidas en la sección 2.ª del capítulo II del Título II del Libro I.

En materia de competencia territorial se establecen, por tanto, varios fueros: en primer lugar, y como fuero principal, se prevé el del lugar del domicilio o residencia del deudor, conceptos distintos, ya que ésta requiere la habitualidad, la voluntad de establecerse la persona efectiva y permanentemente en un lugar (STS 25-9-1954). Puede el acreedor elegir cualquiera de ellos, facultad merecedora de elogio, pues permite solucionar los problemas de interpretación y aplicación que en la práctica se planteaban cuando la Ley fijaba uno de ellos con carácter exclusivo. El precepto se aparta de la norma general contemplada en los arts. 50 y 51 del texto procesal, que señalan como fuero principal, tratándose de personas físicas, el domicilio del deudor, y si no lo tuviera en el territorio nacional, el de su residencia en dicho territorio y, si de personas jurídicas, el de su domicilio y el lugar donde la relación jurídica haya nacido o debe surtir efectos, si las misma tienen allí abierto establecimiento al público representante autorizado para actuar en nombre de la entidad.

Cuando el domicilio y la residencia del deudor sean desconocidos por el acreedor, se puede acudir al lugar donde simplemente se halle el deudor, aunque sea de paso u ocasionalmente, siempre y cuando en dicho lugar pueda ser requerido de pago. No obstante, este fuero sólo será aplicable cuando el domicilio o residencia del deudor no se pueda fijar conforme a lo dispuesto en los arts. 50, 51 y 155 de la LEC. Si la competencia se fijase por vía de este fuero subsidiario, y más adelante se conociese el verdadero domicilio o residencia del deudor, y estuviese fuera de los límites de la competencia territorial del juez que está conociendo del proceso, no afectaría a su competencia, sin perjuicio de alegar esta circunstancia el deudor en la oposición, a fin de obtener una posible nulidad de actuaciones o del requerimiento de pago (Campo Izquierdo).

En el supuesto, frecuente en la práctica, de que no se llegue a conocer en ningún momento cuál es el Juzgado territorialmente competente, puesto que el deudor no es localizado, las soluciones oscilan entre, por un lado, la perpetuación de las actuaciones con sucesivos traslados de un Juzgado a otro intentando averiguar el domicilio o la residencia del deudor para, en caso negativo, mantener indefinidamente abiertas las actuaciones a voluntad del acreedor, y, por otro, entender que cuando el Juzgado ante el que se presenta la petición inicial admite la pretensión y se declara competente territorialmente, por aplicación de lo dispuesto en el art. 813 de la LEC, no está fijando indebidamente su competencia, aun cuando se haya determinado erróneamente el lugar donde se encuentra el deudor, sino que tal declaración de competencia territorial es correcta en atención a los datos contenidos en la petición, que resultan esenciales para la apertura del procedimiento. Enfrentado al problema, el auto del TS de 5-1-2010 declara que, «en tal caso de falta de localización del deudor en el domicilio señalado, cabe incluso admitir con la regulación actual que se intente una primera averiguación de domicilio de modo que si aparece otro distinto al suministrado, pero dentro del propio Partido judicial, se intente el requerimiento; pero si tampoco éste resulta efectivo o el domicilio averiguado pertenece a distinto Partido judicial no habrá de ponerse en marcha el mecanismo previsto en el art. 58 de la Ley procesal para negar ahora una competencia territorial que ya se declaró correctamente conforma a la ley, sino que lo procedente será el archivo de las actuaciones con devolución al acreedor de la documentación aportada para que, si ello interesa a su derecho, puede iniciarlo de nuevo en el lugar que considere oportuno o acudir directamente al proceso declarativo, solución aplicable con carácter general al proceso monitorio, salvo el caso distinto de las deudas derivadas del régimen de propiedad horizontal que, conforme a lo dispuesto en el art. 815.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, tiene un régimen especial en cuanto a la localización del deudor».

Por último se establece un fuero especial electivo para el supuesto de impago de gastos comunes en el régimen de propiedad horizontal: el lugar en el que esté situada la finca.

La ley prohíbe expresamente cualquier cláusula de sumisión, tácita o expresa, que modifique la competencia territorial señalada por estos fueros. Es decir, se trata de fueros imperativos, lo que determina la aplicación del art. 58 de la LEC, según el cual, cuando la competencia territorial venga fijada por reglas imperativas, el Secretario judicial examinará la misma inmediatamente después de presentada la demanda (ahora, la petición inicial) y, previa audiencia del Ministerio Fiscal y de las partes personadas, si entiende que el Tribunal carece de competencia territorial para conocer del asunto, dará cuenta al Juez para que resuelva lo que proceda mediante auto, remitiendo, en su caso, las actuaciones al Tribunal que considere territorialmente competente, estándose, si fuesen de aplicación fueros electivos, a lo que manifieste el demandante (el acreedor), tras el requerimiento que se le dirigirá a tales efectos.

El art. 63.1 de la LEC prevé la declinatoria para denunciar la falta de competencia de todo tipo, debiendo indicar, cuando se fundare en la falta de competencia territorial, el tribunal al que, por considerarse territorialmente competente, habrían de remitirse las actuaciones.

La declinatoria se propone ante el mismo tribunal que esté conociendo del pleito y al que se considere carente de jurisdicción o de competencia, aunque puede presentarse también ante el tribunal del domicilio del demandado, que la hará llegar por el medio de comunicación más rápido posible al tribunal ante el que se hubiera presentado la demanda, sin perjuicio de remitírsela por oficio al día siguiente de su presentación (art. 63.2).

Conforme al art. 64.1, la declinatoria se ha de proponer dentro de los diez primeros días del plazo para oponerse al requerimiento de pago, o en los cinco primeros días posteriores a la citación para vista, cuando haya formulado oposición en plazo y la misma deba sustanciarse a través del juicio verbal (Correa del Casso).

El deudor puede denunciar la falta de competencia objetiva mediante declinatoria (art. 49 LEC).

1.  Competencia territorial en el supuesto de acumulación de acciones

Por lo que respecta a la determinación del órgano competente territorialmente en el caso de acumulación de acciones en el procedimiento monitorio, entiende Díaz Martínez que el hecho de que los distintos deudores tuvieran domicilios diferentes no debiera ser un inconveniente para admitir la acumulación, pues el art. 53.2 de la LEC, para dicho supuesto de acumulación de acciones y pluralidad de demandados, establece que, cuando la competencia territorial pudiera corresponder a los jueces de más de un lugar, la demanda podrá presentarse «ante cualquiera de ellos», a elección del demandante, sin que esta regla general de competencia esté excluida para el procedimiento monitorio, puesto que la única exclusión contemplada en el art. 813 se refiere a la sumisión expresa o tácita, lo que supone excluir los arts. 54, 55 y 56, pero no el art. 53.

Existen, sin embargo, resoluciones judiciales en las que, aun admitiendo la acumulación de acciones, entienden que ello no puede alterar la regla que en materia de competencia territorial dispone el art. 813 de la LEC, porque la razón de su determinación con carácter exclusivo es dar cumplimiento a la finalidad del procedimiento monitorio, que trata de compatibilizar, por una parte, el otorgamiento de una protección rápida y eficaz del crédito dinerario y, por otra, permitirle al deudor que pueda oponerse, y ese fin sólo se puede alcanzar si se realizan las actuaciones procesales más relevantes en el lugar en el que tiene su domicilio efectivo el deudor contra quien se insta la petición. Admitir la solución contraria provocaría una evidente discriminación entre los demandados residentes en el partido judicial y los que residen fuera, a quienes se les dificulta por razón de la distancia la oposición a la reclamación monitoria.

La Audiencia Provincial de Barcelona (auto de 2-3-2006) entiende que cuando existan diversos demandados que tengan su domicilio en distintos lugares o territorios judiciales, la solución competencial no puede hacer abstracción de lo dispuesto con carácter general en el art. 53 de la LEC, que atiende a la voluntad del demandante, aunque ello sea a riesgo de comprometer en alguna medida la protección que el legislador ha pretendido dispensar al demandado en el proceso monitorio a fin de facilitar que pueda oponerse a la solicitud inicial o, cuando menos, que su incomparecencia no se vea propiciada por la lejanía del juzgado competente, a la vista de las consecuencias perjudiciales que de la misma se derivan automáticamente.

De todas formas -puntualiza dicha resolución-, la posibilidad de elección a que hace referencia el art. 53 deberá entenderse, en cualquier caso, agotada tras el momento preclusivo a que se hace referencia en el art. 411, puesto que cualquier otra solución supondría atribuir a los demandantes, en los casos de acumulación de acciones contra diversos demandados residentes en distintos lugares, cuando no pudiera resolverse la cuestión por ninguno de los criterios establecidos prioritariamente en dicho precepto (fundamento, número o cuantía de las acciones acumuladas), la potestad arbitraria de alterar la competencia del asunto a voluntad dependiendo de la marcha del proceso.

C.  Competencia funcional

Ninguna especialidad existe en la regulación del procedimiento monitorio en cuanto a la competencia funcional, respecto a la que rige lo dispuesto con carácter general en el art. 61 de la LEC: «Salvo disposición legal en otro sentido, el tribunal que tenga competencia para conocer de un pleito, la tendrá también para resolver sobre sus incidencias, para llevar a efecto las providencias y autos que dictare, y para la ejecución de la sentencia o convenios y transacciones que aprobare».

Los actos judiciales producidos con manifiesta falta de competencia funcional son nulos de pleno derecho (art. 238.1.º LOPJ).






Objeto del proceso monitorio 



A.  Deudas reclamables mediante el proceso monitorio

Aunque en otros países el singular cauce del proceso monitorio no está limitado por razón de la cuantía, el legislador español ha considerado más prudente reducirla a deudas dinerarias originariamente no excesivamente elevadas -cinco millones de pesetas-, aunque superiores al límite cuantitativo establecido para el juicio verbal, y actualmente, en virtud de la reforma introducida en el art. 812.1 del texto procesal civil por la Ley 13/2009, a las que no excedan de 250.000 euros, siempre que las mismas reúnan determinados requisitos.

1.  Requisitos de la deuda

Como vimos en su momento, el art. 812.1 de la LEC exige para acudir al proceso monitorio que la deuda cuyo pago se pretende sea dineraria, vencida y exigible, no excedente de 250.000 euros.

1.1.  Deuda dineraria

La deuda ha de ser «dineraria», en moneda de curso legal, ya sea nacional o extranjera, no, por tanto, en especie, por lo que del ámbito del proceso se excluyen las mercancías fungibles y los bienes muebles e inmuebles, que establecen otras legislaciones.

1.2.  Deuda vencida

La deuda ha de estar «vencida», lo que quiere decir que debe haber transcurrido el plazo para su abono.

Autorizada doctrina y la jurisprudencia denominada menor entienden que cuando un contrato contiene una cláusula de vencimiento anticipado, de manera tal que el impago de uno de los plazos pactados acarrea el vencimiento de los demás, el Juez deberá considerar vencida la obligación como hizo el TS, por ejemplo, en la sentencia de 31-7-1986, y librar el requerimiento de pago monitorio (AAP Barcelona 8-7-2009).

1.3.  Deuda exigible

La deuda debe ser «exigible». Según el art. 113 del Código Civil:


«Será exigible desde luego toda obligación cuyo cumplimiento no dependa de un suceso futuro o incierto, o de un suceso pasado, que los interesados ignoren.

También será exigible toda obligación que contenga condición resolutoria, sin perjuicio de los efectos de la resolución».



1.4.  Deuda de cantidad determinada

La deuda tiene que ser de cantidad «determinada», lo que supone que se concrete en la petición inicial la suma reclamada o «cuantía de la deuda», como exige el art. 814 de la LEC, a los efectos de posibilitar que en el requerimiento de pago se precise la cantidad que es objeto del mismo, y de permitir oponer al deudor que «no debe, en todo o en parte, la cantidad reclamada» (art. 815.1 LEC).

Tradicionalmente, la jurisprudencia (SSTS 13-4-2000, 22-3-1997, etc.) entiende que hay liquidez no sólo cuando se pide una cantidad concreta y determinada, sino también cuando la concreción del quantum pedido puede ser determinada por simples operaciones aritméticas partiendo de datos fijados de antemano.

Correa del Casso no ve inconveniente en que a través del proceso monitorio se reclamen sumas procedentes de cláusulas por las que se establezcan actualizaciones de la cantidad reclamada en concepto de principal, siempre que se especifiquen, de forma clara, las bases de cálculo utilizadas.

La deuda no debe exceder de 250.000 euros. El Preámbulo de la mencionada Ley 13/2009 dice sobre este particular:


«Respecto al proceso monitorio, se eleva su cuantía de 30.000 a 250.000 euros. Se persigue dar más cobertura a un proceso que se ha mostrado rápido y eficaz para el cobro de deudas dinerarias vencidas, exigibles y documentadas. La sencillez del procedimiento y su utilidad como forma de protección del crédito ha provocado una utilización masiva del mismo que, por sí sola, justifica ampliar su ámbito de aplicación; es el proceso más utilizado para la reclamación de cantidades. Por otro lado, se ha mostrado como una vía para evitar juicios declarativos contradictorios, con la consiguiente descarga de trabajo para los órganos jurisdiccionales; más del cincuenta por ciento de los procesos monitorios evita el consiguiente declarativo, al finalizar el procedimiento bien mediante el pago voluntario por el deudor, bien por ejecución del título base de la petición inicial.

La decisión de aumentar la cuantía de los créditos exigibles mediante el monitorio, continúa la estela de prudencia iniciada por el legislador de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero, en el sentido de que no se suprime el límite cuantitativo para las pretensiones que se hacen valer por este procedimiento, aunque no se desconoce que ésta es la línea seguida a nivel europeo, como ocurre con el proceso monitorio europeo, regulado por el Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que se establece un proceso monitorio europeo».



1.4.1.  Inclusión de intereses: problemática

Por elementales razones de seguridad procesal, el demandado ha de saber exactamente qué cantidad debe pagar. Cuando con el principal se reclaman intereses, sean moratorios o remuneratorios, ningún problema parece que susciten los que estuvieran vencidos antes de la presentación de la petición inicial y que se incorporan debidamente documentados al título. Se trata de sumas dinerarias vencidas, exigibles y determinadas en las que, si acaso, concurrirían los mismos problemas que afectan al capital. Es, en definitiva, un supuesto de acumulación de los previstos en el art. 71 de la LEC, sin que haya problema alguno de compatibilidad de las pretensiones simultáneamente deducidas. Nótese, incluso, que cuando de determinar la cuantía del pleito se trata, el legislador incorpora el importe de los intereses reclamados si ya estaban vencidos a la cuantía del principal para conformar la de la demanda (art. 252.2.º LEC).

Mayores dificultades revisten los intereses aún no vencidos a la fecha de la liquidación y que también son reclamados por referencia a la cantidad principal. La Audiencia Provincial de Cádiz (auto de 18-10-2004) aborda su admisibilidad desde una doble perspectiva: la de la determinación y la del vencimiento.

Desde la primera -argumenta- las cosas no son en absoluto claras, como oscuro, vago e impreciso es el uso por la Ley del requisito de la «determinación» en lugar de la tradicional apelación a la «liquidez», que sí es empleada, sin embargo, en la Exposición de Motivos. Sean conceptos asimilables -como así se seguiría de la aplicación analógica del art. 572.1 de la Ley- o no, el problema residirá en saber si el proceso monitorio admite el requerimiento de pago por sumas determinables por simples operaciones aritméticas -como la derivada de un crédito- o, por el contrario, el importe del requerimiento ha de ser completamente determinado, y de ahí el cambio de denominación, como la dinámica del proceso sugiere.

El problema -entiende la resolución- obtiene mejor y más adecuada respuesta desde el requisito del vencimiento de la deuda reclamada. Los intereses futuros que se reclaman no están, en absoluto, vencidos y por ello no pueden integrar el objeto de la demanda monitoria. Y es evidente que el vencimiento es condición de la deuda exigible al momento de presentación de la demanda. Es por ello que pugna tal posibilidad, generalmente admitida en los procesos declarativos ordinarios, con las concretas necesidades de concreción y especificidad que rigen el proceso monitorio y con las gravísimas consecuencias que siguen al silencio del deudor frente al requerimiento de pago.

La SAP de Tarragona de 30-6-2009, tras recordar que algunos autos de las Audiencias Provinciales (Valladolid -Sec. 1.ª- de 1 de diciembre de 2003 y 12 de febrero de 2004; Cádiz -Sec. 2.ª- 22 de abril 2003) se muestran proclives a permitir la admisión a trámite del proceso monitorio con inclusión de los intereses moratorios devengados con posterioridad al cierre de la cuenta y libramiento de la certificación de saldo, por entender que su cálculo depende de una simple operación aritmética, sostiene que, sin embargo, el artículo 812 de la LEC, al exigir que la cantidad sea «determinada» hace referencia al «principal» de la deuda acreditado por documentos y no a cálculos efectuados por el letrado actor en su escrito de demanda con base en la realización de supuestas operaciones aritméticas simples.

El magistrado Tafur López de Lemus distingue cuatro supuestos:


	
1. Intereses vencidos antes de la presentación de la petición monitoria. Son reclamables, con tal de que el acreedor los liquide, o sean determinables mediante una sencilla operación aritmética, cuyas bases habrán de señalarse con precisión en la petición monitoria. Por lo demás, dado que la deuda de intereses está sujeta a las exigencias generales de la acción monitoria, su existencia habrá de acreditarse por algunos de los medios documentales previstos en el art. 812 de la LEC. 



	
2. Intereses vencidos entre la presentación de la petición monitoria y el requerimiento de pago. No pueden ser objeto de reclamación, porque al no estar vencidos en el momento de la presentación de la petición monitoria, no resultan todavía exigibles, ni, obviamente, pueden ser liquidados por el acreedor en ese momento. Y como quiera que su liquidación estuviera en función de la fecha en que se practicara el requerimiento, esos intereses sólo podrían ser liquidados por el funcionario que realizara esa diligencia, operación jurídica para la cual no está facultado. 

Estos intereses sólo serían reclamables por medio de procedimiento declarativo, o por medio de proceso monitorio, si el acreedor pudiera acreditarlos por algunos de los medios documentales previstos en el art. 812. 



	
3. Intereses vencidos entre el requerimiento de pago y el despacho de ejecución. Por las razones anteriormente apuntadas tampoco pueden ser objeto de reclamación. 

Estos intereses sólo serían reclamables por medio de procedimiento declarativo, o por medio de proceso monitorio, si el acreedor los acreditase por algunos de los medios documentales previstos en el art. 812 de la LEC. 



	
4. Intereses vencidos entre el despacho de ejecución y el pago por el deudor. Serán exigibles, en fase de ejecución del proceso monitorio, al tipo previsto en el art. 576 de la LEC. 





B.  Deudas de propietarios en el régimen de propiedad horizontal (remisión)

El art. 21 de la Ley 49/1960, de Propiedad Horizontal, modificado por la LEC, prevé y regula un proceso monitorio a través del cual el presidente o el administrador, si así lo acordase la Junta de propietarios, puede exigir el pago de las deudas de los propietarios de las viviendas o locales. Como quiera que este proceso sea objeto de estudio singularizado, remitimos al consultante a lo que en su momento se dirá en relación con el mismo.

C.  Problemática de las deudas derivadas de la prestación de servicios por Abogados y Procuradores

No es pacífica la cuestión relativa a la posibilidad de acudir al cauce del proceso monitorio para reclamar el pago de los honorarios de los abogados y de los derechos de los procuradores. Mientras que algunas resoluciones jurisdiccionales afirman tal posibilidad, otras, por el contrario, la niegan.

Entre las que la admiten, cabe citar la SAP de Castellón de 12-3-2003, que transcribimos parcialmente. Declara dicha resolución en el tercero de sus fundamentos jurídicos que «Un Letrado no está obligado a seguir el procedimiento privilegiado que prevé...» el art. 35 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Podrá acudir al proceso declarativo que entienda oportuno, renunciando libre y personalmente a aquel derecho, o acudir en su caso al procedimiento monitorio respectivo.

Y es que la tradicional Jura de cuentas se ha venido considerando doctrinalmente siempre como un auténtico procedimiento monitorio, pero dentro de un proceso.

«... El art. 812 de la LEC 2000 instaura en nuestro ordenamiento jurídico la posibilidad de acudir a ese proceso especial monitorio para el cobro de deudas dinerarias, vencidas y exigibles, en cantidad determinada que no exceda de los 5 millones de pesetas». Subordina tal posibilidad a que la deuda prima facie se acredite documentalmente, bien mediante cualquier instrumento en el que aparezca impresa cualquier señal proveniente del deudor, bien mediante facturas, albaranes de entrega, certificaciones, telegramas, telefax o cualquier otro documento que, aun creado unilateralmente por el acreedor, sea de los que habitualmente documentan los créditos y deudas.

Y admite, naturalmente, que cualquier profesional pueda acudir al mismo siempre que disponga de la documentación oportuna. Si se discutía antes de la LEC de 2000 sobre la discriminación positiva que se hacía en favor de Letrados y Procuradores intervinientes en un proceso, por el hecho de existir aquellos procedimientos privilegiados, cuestionamiento que vino a zanjarse por el TC en los aludidos pronunciamientos, no cabrá ahora una discriminación negativa contra los Letrados impidiéndoles el acceso a esa forma de reclamación. La discriminación sería aún peor si, además, los honorarios provienen de actuaciones extra procesales para las que no cabe jura de cuentas.

Parece que el erróneo planteamiento del Juzgador de primer grado llevaría al absurdo de hasta también cerrar cualquier procedimiento ordinario al letrado, porque -en tal razonar- tendría solo el procedimiento de jura de cuentas al que estarían «condenados» los Letrados.

Por último el expresado motivo de no contemplar el Monitorio el dictamen colegial o profesional, en caso de eventuales impugnaciones por excesivos, no puede verse como problema, ya que ante la también eventual oposición del deudor, siempre dentro del procedimiento que correspondiere (art. 818 LEC), podría articularse esa prueba u otra similar, sin impedimento alguno. No es entendible tal argumentación. E incluso -y en esa línea de apurar- la posibilidad del deudor para acudir a otras pruebas para acreditar lo excesivo, sin tener que pasar necesariamente por el dictamen colegial salvo expreso deseo, hacen aún más garantista para el deudor este proceso -que no el de Jura de cuentas- pues hay libre elección de los medios de prueba.

... Así las cosas, parece claro que en la relación de arrendamiento de servicios o de obra en que se enmarcó la prestación de asesoramiento jurídico por el abogado a su cliente, el documento en el que no sólo habitual, sino con expreso reconocimiento legal ... se plasma el precio u honorarios devengados, es la minuta detallada y compresiva de los distintos conceptos del servicio prestado firmada por el Letrado acreedor, documento unilateralmente creado por éste que, en consecuencia, debe ser racionalmente incluido entre los que el art. 812 contempla como legitimadores ab initio para promover el proceso monitorio.

Lo contrario conduciría a reputar de peor condición a los Letrados respecto al resto de profesionales y a negar el fumus boni iuris a un documento al que la propia Ley se lo reconoce en su art. 35 como base legitimadora del procedimiento privilegiado que en el mismo contempla para la reclamación de honorarios, procedimiento privilegiado de jura de cuentas al que es facultativo y no obligatorio acudir al letrado, que puede hacer valer su pretensión bien por el monitorio o por el declarativo ordinario que corresponda a la cuantía».

Contrariamente, la SAP de Las Palmas de 5-10-2004 se expresa en los términos siguientes:


«SEGUNDO. ... Somos de la opinión de que el legislador ha previsto este cauce específico y privilegiado de los Abogados y Procuradores para reclamar los honorarios devengados en un pleito y no otro, siendo buena muestra de ello que la alternativa establecida en dicho precepto es acudir al juicio ordinario ulterior y ello obedece a la peculiar naturaleza de los conceptos que integran los gastos procesales del art. 241 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, muy distinta de la que prevé el art. 812 del mismo texto legal y cuyo exacto conocimiento se encuentra el mismo proceso en que se generaron.

La facultad que concede el primer apartado del art. 35 la entendemos referida a la previsión del último párrafo del apartado segundo de ese mismo precepto de acudir no a cualquier juicio declarativo, sino al ordinario, disposición que quedaría desvirtuada si se permitiera acudir directamente al proceso especial monitorio o, indirectamente, para el caso de que surgiera oposición en el seno del monitorio y la cuantía de la pretensión no excediera de la propia del juicio verbal».



En apoyo de estas consideraciones trae la referenciada sentencia a colación la de la Audiencia Provincial de Soria de fecha 26-11-2002, auto n.º 117/2002, la cual argumenta: «La razón que justifica la existencia del procedimiento especial de "jura de cuentas" que originariamente contemplaban los arts. 8 y 12 de la LEC de 1881 (precedente inmediato de los arts. 34 y 35 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil) radica no en consideraciones subjetivas sobre la identidad del acreedor privilegiado que puede acudir a este procedimiento especial para obtener la tutela de su crédito (lo cual podría, incluso, resultar contrario al principio constitucional de igualdad), sino en la naturaleza de los créditos devengados en a favor de los profesionales que han intervenido en la sustanciación de un litigio, y en el hecho de que en dicho litigio haya constancia de la actuación profesional de la que deriva el crédito, lo que permite abreviar el procedimiento para el reintegro de las cantidades adeudadas dentro del mismo proceso en el que se han devengado y ante el mismo tribunal que ha resuelto aquel litigio, y, en definitiva, configurar un procedimiento especial, en virtud del cual, de forma rápida, sencilla y sumaria puedan resarcirse los gastos anticipados o los servicios realizados por el profesional.

Resulta razonable, en consecuencia, que el legislador pueda establecer mecanismos de reclamación distintos del juicio declarativo ordinario cuando la diferente posición del acreedor respecto del deudor lo justifica, y ello supone que la especial naturaleza del crédito reclamado -y no la condición del profesional acreedor- justifica la existencia de un cauce procedimental específico y abreviado de reclamación...

... En general, la doctrina procesalista mayoritaria había venido considerando que la naturaleza jurídica del procedimiento de "jura de cuentas" de la LEC de 1881 era la de un proceso monitorio, y es difícilmente cuestionable que esta tesis se ve reforzada al momento presente por la regulación del proceso especial previsto en los arts. 34 y 35 LEC, toda vez que el procedimiento regulado en estos preceptos responde al esquema típico del proceso monitorio con inversión del contradictorio al colocarse al deudor, ante la solicitud unilateral del acreedor (Procurador o Abogado), en la posición de pagar la suma reclamada o dar razones justificativas de su oposición al pago impugnado la cuenta en un plazo de tiempo particularmente limitado (diez días), bajo apercibimiento de que su inactividad supondrá necesariamente que el tribunal competente despache ejecución por la suma que es objeto de reclamación.

En consecuencia, debe concluirse que carece abiertamente de sentido que, una vez se ha establecido por el legislador un procedimiento especial y privilegiado que participa de la naturaleza jurídica del proceso monitorio para recabar la tutela de los créditos devengados a favor de un Procurador o Abogado como consecuencia de su actuación profesional en un litigio, se permita al mismo tiempo a este profesional acudir al cauce procesal establecido genéricamente para la protección del crédito dinerario líquido y vencido que aparezca instrumentado en alguna de las formas documentales que la propia LEC de 2000 relaciona (el proceso monitorio de los arts. 812 y siguientes), porque la especificidad del procedimiento de los arts. 34 y 35 de la Ley procesal civil determina que éste deba prevalecer como cauce procesal para la tutela de los derechos de crédito dinerarios e instrumentados documentalmente en la correspondiente minuta o cuenta detallada y justificada cuando se trate de derechos de crédito de los relacionados en estos últimos preceptos (derivados de la actuación profesional del procurador o abogado en el litigio). Ello supone, en definitiva, que el proceso monitorio de los arts. 812 y siguientes LEC 2000 debe quedar reservado para la tutela de los derechos de crédito que el Procurador o Abogado pudiese ostentar contra su cliente cuando estos derechos no sean susceptibles de la protección privilegiada que otorga el procedimiento de «jura de cuentas» (por ejemplo, honorarios derivados de consultas profesionales que no hubieran supuesto la incoación de un ulterior proceso judicial o de otros servicios semejantes prestados por abogado o procurador), ya que es innegable que la minuta de honorarios, derechos o gastos suplidos que instrumenta estos créditos puede ser incluida entre los documentos relacionados en el art. 812.1.1 y 2 LEC de 2000 a los efectos de instar la incoación de un proceso monitorio.

Si se permitiera que el profesional titular del crédito privilegiado optara libremente por el procedimiento especial de los arts. 34 y 35 LEC de 2000 o por el proceso monitorio para recabar la tutela de su derecho, se aceptaría implícitamente la posibilidad de alteración del órgano jurisdiccional competente desde el punto de vista territorial o funcional para la protección del derecho de crédito por el cauce procesal privilegiado. Ya se señaló que la regla especial de competencia propia del procedimiento privilegiado de «jura de cuentas» (en virtud de la cual el tribunal competente es aquel en el que radicare el asunto del que deriva el crédito) está íntimamente ligada al fundamento y justificación de la existencia de un procedimiento privilegiado para la tutela de los créditos que ostentan abogados y procuradores como consecuencia de su actuación profesional en un litigio, en la medida en que el tribunal en el que radica el asunto podrá comprobar, en el caso de oposición del supuesto deudor, si las actuaciones profesionales por las que se minuta han sido efectivamente desarrolladas por el profesional acreedor y si las cantidades reclamadas se ajustan a estas actuaciones efectivamente realizadas, tal como se desprende claramente de la mera lectura de los arts. 34.2 párrafo 2.º, y 35.2 párrafos 2.º y 3.º LEC de 2000.

La reclamación de los derechos, gastos suplidos u honorarios profesionales por la vía del proceso monitorio implicaría una alteración radical de los criterios de atribución de competencia, y esto supone, como señala acertadamente la Juez a quo en el fundamento de derecho único in fine del auto de 4 de septiembre de 2002, que en el caso de oposición del supuesto deudor resultaría imprescindible recabar testimonio de todos los autos del litigio en el que se devengaron los referidos derechos, suplidos u honorarios para comprobar las actuaciones profesionales efectivamente realizadas por el profesional acreedor y decidir, en consecuencia, si la cantidad objeto de reclamación es realmente adeudada o el importe de los honorarios profesionales reflejado en la minuta se ajusta a las pautas establecidas por el correspondiente colegio en el caso de profesionales cuyos honorarios no vienen sujetos a arancel. Téngase presente que la alteración de la competencia como consecuencia de la reclamación de honorarios o derechos y gastos suplidos por la vía del juicio monitorio se produce no sólo desde el punto de vista territorial (pues debería acudirse al Juzgado de Primera Instancia del domicilio o residencia del deudor o del lugar en el que éste pudiera ser hallado cuando aquellos no fueren conocidos, conforme a la previsión del art. 813 LEC y no al Tribunal donde radique el procedimiento en que se devengaron los honorarios o derechos), sino incluso desde el punto de vista funcional en el caso de reclamaciones de honorarios o derechos derivados de recursos devolutivos.

La cuestión es todavía más clara si se tiene en cuenta que en el caso de derechos, gastos suplidos y honorarios profesionales devengados por actuaciones realizadas ante órganos jurisdiccionales de los órdenes penal, social y contencioso-administrativo la presentación de la correspondiente petición inicial de proceso monitorio implicaría incluso una alteración del orden jurisdiccional llamado a conocer de la petición de tutela del derecho de crédito privilegiado por medio del proceso especial que permite una satisfacción rápida de dicho crédito.

Es evidente que la circunstancia de que los Abogados y Procuradores cuenten con un procedimiento privilegiado para la satisfacción de los créditos derivados de su actuación profesional en un litigio no supone que deban acudir necesariamente a este instrumento procesal cuando pretendan recabar la tutela judicial de aquel crédito, ya que siempre será posible la utilización del cauce procesal ordinario -juicio verbal o juicio ordinario, en atención al importe de la reclamación- para reclamar las cantidades que les sean adeudadas en concepto de derechos, gastos suplidos u honorarios. El propio tenor literal de los arts. 34.2, párrafo 3.º, y 35.2, párrafo 4.º, LEC de 2000 avala esta interpretación, toda vez que dichos preceptos señalan expresamente que el auto dictado por el tribunal en los supuestos de oposición del supuesto deudor (poderdante o cliente del Abogado) «no prejuzgará, ni siquiera parcialmente, la sentencia que pudiere recaer en juicio ordinario ulterior». Esto es, el legislador parece haber establecido de manera implícita la incompatibilidad entre el procedimiento privilegiado de los arts. 34 y 35 LEC de 2000 con el proceso monitorio previsto como cauce genérico para la protección del crédito dinerario líquido y vencido que aparezca instrumentado en alguna de las formas documentales previstas legalmente, ya que no remite al acreedor privilegiado (abogado o procurador) a un ulterior juicio monitorio a los efectos para recabar la tutela de su derecho de crédito en el caso de que hubiese sido estimada la oposición del supuesto deudor en el previo procedimiento de «jura de cuentas», sino que prevé expresamente que dicha tutela deberá buscarse por medio del procedimiento ordinario correspondiente.

Por nuestra parte, creemos que aunque el legislador haya establecido un procedimiento específico -el de jura de cuentas- para que abogados y procuradores puedan instar el pago de sus honorarios y derechos frente a su cliente, ello no excluye la posibilidad de que puedan acudir tanto al juicio declarativo correspondiente como al juicio monitorio cuando concurran los requisitos procesales exigidos, puesto que, como señala la SAP de Vizcaya de 31-10-2005, no cabe confundir un privilegio procesal al que se tiene derecho con una obligación. El art. 812.1 de la LEC, recordemos, dice que «podrá acudir al proceso monitorio quien pretenda de otro el pago de deuda dineraria, vencida y exigible...», esto es, cualquier profesional, siempre que aporte la documentación oportuna, pues no se establece distinción subjetiva alguna a efectos de legitimación.

D.  Acreditación de la deuda reclamada

Como señala la Exposición de Motivos de la LEC, «Punto clave de este proceso es que con la solicitud se aporten los documentos de los que resulte una base de buena apariencia jurídica de la deuda». Tales documentos se recogen en el art. 812 de la LEC, que en su apartado primero, relaciona aquellos que, examinados, puedan conducir a que se entienda demostrado a primera vista la deuda, incluyendo en el segundo otros a los que se reconoce virtualidad acreditativa de la relación crediticia alegada.

El art. 812.1 de la LEC requiere que la deuda reclamada se acredite de alguna de las formas siguientes:


«1.ª Mediante documentos, cualquiera que sea su forma y clase o el soporte físico en que se encuentren, que aparezcan firmados por el deudor o con su sello, impronta o marca o con cualquier otra señal, física o electrónica, proveniente del deudor.

2.ª Mediante facturas, albaranes de entrega, certificaciones, telegramas, telefax o cualesquiera otros documentos que, aun unilateralmente creados por el acreedor, sean de los que habitualmente documentan los créditos y deudas en relaciones de la clase que aparezca existente entre acreedor y deudor.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior y cuando se trate de deudas que reúnan los requisitos establecidos en dicho apartado, podrá también acudirse al proceso monitorio, para el pago de tales deudas, en los casos siguientes:

1.º Cuando, junto al documento en que conste la deuda, se aporten documentos comerciales que acrediten una relación anterior duradera.

2.º Cuando la deuda se acredite mediante certificaciones de impago de cantidades debidas en concepto de gastos comunes de Comunidades de propietarios de inmuebles urbanos».



Recuerda la SAP de La Coruña de 25-6-2009 que el procedimiento monitorio admite dos modalidades en su regulación normativa. Una viene constituida por el denominado sistema monitorio documental, cuyas manifestaciones pueden encontrarse en el procédure d injonction de payer francés, o en el procedimiento d ingiunzione italiano, en los cuales a la petición inicial del procedimiento ha de acompañarse un principio de prueba documental por escrito de la verosimilitud de la deuda que se reclama. El otro modelo es el denominado monitorio puro, propio de los países del Norte y Centro de Europa, entre cuyas manifestaciones normativas se hallaría el mahnverfahren alemán, en el cual se libra un mandamiento de pago, que ni tan siquiera es expedido por un juez, sino el Rechtspfleger, con base en la mera alegación unilateral y no probada de quien se tilda de acreedor.

La LEC sigue el primero de los indicados sistemas, exigiendo a los efectos de admisión a trámite del procedimiento la presentación de un documento del que resulte una buena apariencia de la deuda con cuya base se acciona, apariencia que implica la exigencia de un grado de certidumbre inferior al que corresponde a los documentos genuinamente ejecutivos (sentencias firmes y otros títulos extrajudiciales), cuyas características los convierten en fundamento razonable de la certeza de una deuda, por lo que directamente conducen a la ejecución forzosa. De ahí que la Ley, ya dentro del proceso monitorio, en función de la índole de cada clase de documento, opte por atribuir imperativamente el marchamo de la apariencia a determinados documentos (los descritos en el art. 812.2) y respecto de los restantes, encomiende al Secretario judicial y, en último extremo, al Juez, la formulación del correspondiente juicio de suficiencia.

Del análisis del art. 812 de la LEC se deduce que el legislador ha tratado de diferenciar, de un lado, aquellos documentos en los que aparece alguna forma de reconocimiento por parte del deudor (ap. 1.1.ª), y aquellos otros que proceden exclusivamente del acreedor (ap. 1.2.ª), y de otro lado, un segundo grupo de documentos a los cuales se les puede calificar como privilegiados (ap. 2.1.º y 2.º en relación con los anteriores), pues sobre ellos no se exige la apreciación de principio de prueba, que en cambio sí es requerida para los otros.

Nótese que los documentos típicos enumerados en el art. 812.1 deben ser valorados no sólo desde la óptica de lo que el documento desnudo revele, sino también en combinación con la fuerza de convicción de lo que exponga en la petición inicial al acreedor (art. 815.1, primer párrafo) (AAP Barcelona 9-11-2001).

Como puede verse, la Ley otorga la consideración de documento a todo soporte material o físico que incorpore datos que puedan servir para acreditar la deuda. Reiteradas resoluciones jurisdiccionales (AAP Málaga 7-2-2007, entre otras), consideran suficiente título para tramitar el proceso monitorio el presentado por fotocopia o cualquier otra forma de reproducción fotográfica de documentos, e incluso el propio texto procesal sustituye el papel por las filmaciones en las comparecencias, juicios o vistas.

Advierten los Tribunales que se ha de ser flexible en cuanto a la documentación que posibilite el acceso al proceso monitorio, y ello por cuanto el propio legislador ha establecido en el art. 812 del texto legal una relación, sencillamente modélica, sin carácter de numerus clausus, de los documentos que pueden servir para acreditar primafacie esa apariencia. Que no se trata de una enumeración cerrada lo corrobora el mencionado art. 815 de la Ley, que ordena al Secretario judicial requerir de pago al deudor no sólo cuando los documentos aportados sean los previstos en su art. 812, sino también cuando «constituyeren un principio de prueba del derecho del peticionario, confirmado por lo que se exponga en aquélla» -escrito inicial-, dejando, por ello, la posibilidad al Juez de que estime si los documentos aportados constituyen o no tal principio de prueba, con independencia de que no se trate de alguno de los mencionados en el repetido art. 812.

En orden a tales «documentos», en principio, la regla general es, pues, el numerusapertus y la libertad de forma (documentos firmados por el deudor -firma, incluso electrónica-, marca, sello, o facturas, albaranes, telegramas, fax..., incluso -a efectos de la admisión- copias o fotocopias, que acrediten la relación obligatoria). Lo que es evidente es que no cabe una mera manifestación o afirmación oral no documentada. Y caben los documentos creados unilateralmente por el acreedor (facturas, certificaciones, telegramas, etc.), pero han de ser de los que habitualmente documenten los créditos y deudas en relaciones de la clase que aparezca existente entre acreedor y deudor (AAP Barcelona 13-5-2008).

Lo verdaderamente determinante es que del documento se pueda deducir una deuda dineraria, vencida y exigible, sin que necesariamente tenga que coincidir con el contenido de la factura, albarán, certificación o documento presentado por el acreedor, con tal que no exceda del importe o cantidad en ellos reflejado, pues ningún precepto excluye que, pagada parte de la deuda, aquella otra pendiente pueda ser exigida por este cauce procesal, máxime cuando al deudor le quedan todas las garantías de la contradicción que procura una eventual oposición. Este criterio quedó, además, refrendado por el acuerdo adoptado en la Junta de Magistrados de la Audiencia Provincial celebrada para la unificación de criterios el 23 de septiembre de 2004, en la que se consideró que se podía acudir al juicio monitorio aportando, en reclamación derivada de contrato de cuenta corriente, y naturalmente de cualquier otro de análoga naturaleza en que se preste o se autorice la disposición de dinero, el certificado expedido por la entidad instante del procedimiento (AAP Madrid 30-4-2008).

1.  Documentos justificativos de la deuda en particular

Nos referimos en este epígrafe a algunos de los documentos considerados por la jurisprudencia menor aptos para justificar la deuda reclamada, remitiendo al consultante a la segunda parte de la obra, en la que podrá encontrar numerosas resoluciones jurisdiccionales sobre ellos y otros.


	
a) Contrato de préstamo La SAP de Salamanca de 6-10-2008 entiende que un contrato de préstamo firmado por los deudores, asumiendo los prestatarios la obligación de abonar veinticuatro cuotas mensuales de cantidad fija, y que incluye una cláusula de vencimiento anticipado de la totalidad de la obligación en caso de impago de alguna cualquiera de las mensualidades de amortización del préstamo, acredita la concertación del contrato, el modo de pago, la cantidad pendiente en cada momento y el reconocimiento al acreedor de la facultad de vencimiento anticipado en caso de impago de algún plazo, lo que constituye un claro principio de prueba del derecho del peticionario, suficiente a los efectos de hacer el requerimiento de pago a los deudores a fin de que abonen la deuda o aleguen las razones por las que no deben en todo o en parte la cantidad reclamada. En definitiva, los documentos aportados en este caso por la entidad solicitante se encuadran plenamente en el supuesto del art. 812.1.1.º de la LEC, por cuanto constituyen prima facie un manifiesto principio de prueba de la deuda, así como que está vencida y es que exigible. 



	
b) Extractos bancarios Es doctrina seguida por diversas Audiencias Provinciales la que establece que el valor probatorio de un extracto bancario debe apreciarse en cada caso concreto, en atención a las circunstancias concurrentes, entendiéndose que puede resultar suficiente para probar operaciones que no tienen otra prueba fácil y al alcance del Banco, como ocurre con las operaciones de reintegro de efectivo a través de cajeros automáticos o bien operaciones de compra a través de tarjeta (AP Barcelona 31-7-2000 y Madrid 29-1-2000). 



	
c) Contratos de cuenta corriente La Audiencia Provincial de Madrid (auto de 27-10-2004) entiende cumplimentada la justificación inicial de la existencia, cuantía y exigibilidad del crédito reclamado, a través de los contratos de cuenta corriente (y solicitud de tarjeta de crédito), con sus respectivos anejos, todos ellos firmados por el deudor, en unión de otros documentos que, si bien han sido confeccionados unilateralmente por la entidad bancaria acreedora, pertenecen a la categoría de los que habitualmente documentan las relaciones habidas entre tales entidades y los clientes titulares de cuentas corrientes. 



	
d) Liquidación de la cuenta y extracto de movimientos Aunque no aparecen citados en el art. 812, sin embargo pueden comprenderse en la expresión abierta «cualesquiera otros documentos que, aun unilateralmente creados por el acreedor» y, desde luego, todos estos documentos son de los que habitualmente documentan créditos y deudas de naturaleza mercantil, como exige el precepto, por lo que se entienden hábiles para promover el proceso monitorio, sin perjuicio de la oposición que pueda formular el demandado no sólo respecto de dichos documentos, en cuanto son de creación unilateral y no están firmados por él, sino también respecto de los demás en cuya elaboración no haya intervenido» (AAP Madrid 18-5-2004). 



	
e) Certificación del secretario de Colegio profesional La certificación del Sr. Secretario del Colegio de Médicos de Madrid acredita la existencia de las cuotas colegiales sin pagar por el colegiado demandado, y a los efectos del libramiento de la orden de pago es suficiente, en cuanto prueba la existencia de la deuda, su liquidez y exigibilidad, y está expedida por quien tiene potestad para ello, como fedatario de una corporación de derecho público y a la vista de sus libros (AAP Madrid 16-10-2006). 



	
f) Contrato para la realización de curso de idioma extranjero El documento consistente en un contrato para la realización de un curso de inglés con entrega de todo el material necesario al alumno que efectivamente lo recibe y ello por un precio que se especifica, aunque sea inferior la cantidad que se reclama en la solicitud, debidamente firmado por el alumno y quien actuó como madre o tutora de éste, a pesar de no ser menor de edad en el momento en que se concertó el contrato, y que incluye una cláusula de vencimiento anticipado de la totalidad de la obligación en caso de impago de cualquiera de las mensualidades anticipadas, constituye un claro principio de prueba del derecho del peticionario, suficiente a los efectos de hacer el requerimiento de pago al deudor a fin de que abone la deuda o alegue las razones por las que no debe en todo o en parte la cantidad reclamada (AAP Madrid 19-4-2006). 



	
g) Contrato con cláusula de vencimiento anticipado Cuando el contrato contenga una cláusula de vencimiento anticipado, de manera que tal impago de uno de los plazos pactados acarrea el vencimiento de los demás, el Juez deberá considerar vencida la obligación, como hizo el TS, por ejemplo, en la sentencia de 31-7-1986, y librar requerimiento de pago monitorio, una vez que se le acredite, en virtud del principio de prueba, dichos extremos, esto es, la existencia de una estipulación contractual de tal naturaleza y la aportación del recibo o recibos no satisfechos (AP Tarragona 7-3-2006). 

La inclusión en el contrato de la cláusula de vencimiento anticipado, válida al amparo del principio de autonomía de voluntad y especialmente prevista en el art. 10.2 de la Ley de venta a plazos de bienes muebles, hace que en el supuesto de impago contemplado en la cláusula se convierta en vencida y exigible la deuda constituida por el importe de las cuotas pendientes, con la consiguiente posibilidad de acudir al juicio monitorio (AA.PP. de Málaga 17-1-2003, Asturias 11-10-2002, etc.). 



	
h) Contrato de arrendamiento de servicios Si bien es cierto que la factura es un documento unilateralmente librado por la peticionaria, y que la firma pretendidamente extendida en la misma por la solicitada no acredita la conformidad de ésta con los conceptos e importes en ella reflejados y sí únicamente en prueba de la recepción de una copia de la misma, el conjunto de la documentación presentada, integrado por un documento pretendidamente firmado por la deudora que acredita la concertación de un contrato de arrendamiento de servicios, el precio de éstos (caso de resultado favorable) en proporción al importe finalmente obtenido en caso positivo, constituye un claro principio de prueba del derecho del peticionario, suficiente a los efectos de hacer el requerimiento de pago al deudor a fin de que abone la deuda o alegue las razones por las que no debe en todo o en parte la cantidad reclamada (AAP Madrid 26-1-2006). 





2.  Documentos no justificativos de la deuda

a) Presupuesto de reparación

No acredita la deuda, ni siquiera de modo indiciario, un simple presupuesto fechado nada menos que el 25 de enero de 1999, al no llevar, por otra parte, el conforme del cliente, de la reparación por la que se está accionando (AAP Madrid 28-4-2006).

b) Certificación de apoderado de entidad

El AAP Madrid de 22-3-2006 entiende que la certificación emitida por un apoderado de la entidad recurrente no constituye por sí sola indicio de la realidad de sus afirmaciones.

3.  Polémica sobre las certificaciones unilaterales de empresas financieras

La jurisprudencia menor se haya dividida sobre el alcance de las denominadas «certificaciones» unilaterales de saldo para instar el proceso monitorio. Las tesis favorables a aceptar la mera «certificación» unilateral del acreedor se centran en la consideración del proceso monitorio como un proceso que no se basa en la tenencia de un título, sino en el silencio del deudor (AAAP Baleares 21 y 23-9-2005) y en el principio de la normalidad en el tráfico de la certificación de préstamo (AAP Baleares 4-5 y 1-6-2005).

Por el contrario, los argumentos de rechazo se basan en la falta de determinación de las operaciones para fijar la cantidad reclamada (AAP Madrid 27-9-2005), o en la falta de habitualidad en la forma de documentar estas deudas a través de una certificación unilateral (AAP Barcelona 18-4 y 2-6-2005).

La SAP de Barcelona de 21-4-2006 considera que una «certificación» unilateral de deuda, aunque pueda utilizarse, si se pacta, para la liquidación de la misma (art. 572.2 LEC) y para la ejecución de créditos y préstamos, especialmente en relación con pólizas mercantiles (art. 517.1.5.º LEC), no es el medio habitual de documentación de los créditos de financiación en el tráfico mercantil (préstamos de consumo, de baja cuantía, de cualquier tipo, saldos de tarjeta de crédito, de descubierto en cuenta corriente o similar). Estos créditos y deudas, derivados de un crédito o de un débito y generalmente vinculados a una cuenta corriente -razona- no se documentan usualmente de forma unilateral por el acreedor, sino que más bien parece que el documento habitual del tráfico mercantil haya de venir constituido (a falta de otra especificación en el contrato de crédito o débito) por el extracto de la cuenta, por el resumen o liquidación que se remite periódicamente al cliente por correo o por cualquier medio similar que especifique las partidas debidas y que, por su habitualidad, cumpla las exigencias del art. 812.1.2.º de la LEC.

3.1.  Tarjetas de crédito

Si bien la mayoría de las Audiencias Provinciales (Barcelona 23-5-2008, La Coruña 20-11-2007, etc.) dejan claro y sentado que no es admisible el despacho de ejecución cuando se adjunta únicamente una denominada «certificación» de saldo adeudado por el uso de la tarjeta de crédito en la que no se detallan los concretos usos que de la misma se han hecho y los cargos y abonos realizados, algunas sentencias entienden que basta la presentación con la solicitud de los estados de cuentas en los que se describen las compras realizadas por la demandada con la tarjeta, las fechas de la disposición realizada con la misma y las sumas parciales y la total que se reclama (AA Barcelona de 13-5-2008, Madrid de 11-6-2007, etc.), sin que sea necesaria la presentación del contrato de emisión de la tarjeta de crédito, mientras que otras consideran que es necesario para la admisión a trámite de la solicitud que se acompañe a la misma el contrato mismo de emisión de la tarjeta de crédito (entre ellas, SSAP de Madrid de 4-7-2007 y de Barcelona de 25-4-2007).

La SAP de Las Palmas de 20-1-2009, sobre la base de que es frecuente en el tráfico que la tarjeta se emita sin que se haya llegado a documentar un contrato escrito o firmado, así como que la deuda no nace tanto de la existencia misma de la tarjeta como del uso que el titular de la misma hace de ella y teniendo en cuenta que en el tráfico el documento que habitualmente refleja y acredita inicialmente la existencia de la deuda es la remisión, normalmente mensual, de movimientos hechos con la tarjeta, expresando el establecimiento o destino de la cantidad dispuesta con la tarjeta y la fecha en que se realizó, entiende que es suficiente para acreditar la deuda dicho documento, en condiciones de normalidad del tráfico, lo que sucede si se presentan detallados movimientos de los usos de la tarjeta, que confirman una apariencia jurídica de la deuda, apariencia o principio de prueba que el legislador ha acotado en cualesquiera documentos que, aun unilateralmente creados por el acreedor, sean los que habitualmente documentan los créditos y deudas de sus relaciones internas.






Petición inicial del procedimiento monitorio 




«El procedimiento monitorio comenzará por petición del acreedor en la que se expresarán la identidad del deudor, el domicilio o domicilios del acreedor y del deudor o el lugar en que residieran o pudieran ser hallados y el origen y cuantía de la deuda, acompañándose el documento o documentos a que se refiere el art. 812.

La petición podrá extenderse en impreso o formulario que facilite la expresión de los extremos a que se refiere el apartado anterior» (art. 814.1 LEC).
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